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			Nicolás Menéndez Sarriés

			Ajuste de cuentas

			Cómo el sector bancario se convirtió en una trampa para millones de ciudadanos

		

	
		
			Para mis padres, que siempre estarán ahí.

		

	
		

			(…) Y pues las hace bravatas

			desde una bolsa de cuero,

			poderoso caballero

			es Don Dinero.


			Francisco de Quevedo

		

	
		
			Prólogo

			Por Santiago Carcar

			Bancos y banqueros. El límite es el cielo

			El 9 de junio de 2012 todos los diarios de alcance nacional editados en papel destacaron en su portada la negociación del Gobierno de España con la Unión Europea para apuntalar un sistema financiero amenazado de derribo. Tres años después, el 28 de enero de 2015, los siete diarios de mayor tirada publicaron una portada común, idéntica, pagada por el Banco Santander para publicitar sus actividades. Fue una exhibición de poder. La prueba de que para los supervivientes de la gran explosión de 2007 se cumplía la máxima popularizada un año antes de esa fecha —año 2006— por el entonces primer banquero del país, Emilio Botín: para la banca «the sky is the limit». El cielo como único techo. Suceda lo que suceda y a despecho de las burbujas.

			La historia de lo que realmente sucedió en esos años plagados de escándalos, denuncias, quiebras y fusiones es un viaje apasionante. Nicolás Sarriés conoce los recovecos de ese recorrido que ha modificado profundamente el sistema financiero del país, ha concentrado aún más si cabe el poder de la banca y ha castigado sin pudor a amplias capas de la sociedad. Sarriés lo cuenta.

			El periodista ajusta cuentas y relata las convulsiones en el sistema financiero, los cambios en un mapa del poder con olor a alcanfor y a rancio del que han desaparecido una parte fundamental del engranaje financiero: las cajas de ahorros. El autor, siempre riguroso y con información de primera mano, narra también los relevos en el reducido grupo que controla las finanzas de un país que ha sufrido los experimentos de la burocracia de Bruselas para resolver las crisis bancarias.

			Del banquero Miguel Blesa, aupado al Gotha de las finanzas por su amigo José María Aznar, que acabó suicidándose un 18 de julio en una finca cordobesa agobiado por el escándalo de Bankia, al trabajador que invirtió el importe de su despido en acciones preferentes, el libro de Sarriés es un retablo vívido de una España que se resiste a desparecer: la de la picaresca, la injusticia y la connivencia entre el poder político y el poder financiero. El cielo como techo.

			Joseph Stiglitz, premio Nobel de Economía en 2001, atribuyó el estallido de la crisis en 2007 «a un sistema financiero que está más obsesionado en especular que en cumplir su papel social de intermediación entre los que tienen exceso de fondos y quienes necesitan más dinero». Es exactamente lo que sucedió en España.

			En 2007, en vísperas de la explosión, la economía española alcanzaba la marca del billón de euros y se colocaba como la octava más grande del planeta, por encima de Canadá. Tiempo de oro y rosas y de autocomplacencia. Apenas una semana después de la quiebra de Lehman Brothers, el entonces presidente del Gobierno español, José Luis Rodríguez Zapatero, afirmaba: «Quizás España tenga el sistema financiero más sólido de la comunidad internacional».

			Los riesgos estaban ahí, latentes, pero nadie los quería ver. El primero y más evidente, el ladrillo y la elevada concentración del negocio bancario en el sector inmobiliario. Según datos del Banco de España, en 2007 los bancos tenían en promedio más de la mitad (un 56 %) de sus préstamos en actividades vinculadas al sector inmobiliario. El dinosaurio estaba ahí, junto con otros monstruos que acabarían por devorar las esperanzas de una buena parte de la ciudadanía. La más desprotegida.

			En el momento del estallido de la burbuja inmobiliaria, la banca llevaba una década comercializando participaciones preferentes, el producto financiero que acabaría anegando los juzgados del país. El periodista Andreu Missé, en el libro La gran estafa de las preferentes, relata cómo los bancos iniciaron la venta de acciones preferentes, sin cobertura legal, desde el paraíso fiscal de las Islas Caimán en el año 1998. Es la prueba de que el sistema financiero estaba carcomido no sólo por los partidos y políticos que colonizaron las cajas de ahorros, sino por «profesionales» de las finanzas tan orgullosos de sus habilidades como de su falta de escrúpulos.

			Especulación inmobiliaria e ingeniería financiera llenaron las arcas de la banca en los locos años del cambio de milenio. Entre 1996 y 2009 la banca española ganó 169.281 millones de euros. A partir de ahí entró en crisis, disimulando a veces las pérdidas y refinanciando créditos impagados a través de sociedades interpuestas.

			¿Qué había ocurrido? La banca prestaba dinero por encima de sus posibilidades, recurriendo al crédito internacional. Cuando este se cortó, la banca colapsó. Simple y dramático. El economista Bruno Estrada calculó lo que denominó «sobrebeneficios» de las grandes corporaciones —banca, eléctricas y empresas de telecomunicaciones— derivados de la falta de competencia real y la especulación desenfrenada: 200.000 millones de más en diez años. Se dice pronto, pero se tarda en pagar.

			La factura para los ciudadanos ha sido cara. El rescate pactado con Bruselas —«préstamo en condiciones favorables»— que no iba a costar ni un euro a los contribuyentes ha salido finalmente por un pico. ¿Cuánto? No está claro. Depende de quién y cómo haga la cuenta. En todo caso, son costes que han obligado a recortar servicios básicos. Los fondos comprometidos para salvar a los bancos y cajas españoles ascienden ya a 185.518 millones de euros —18,5 % del Producto Interior Bruto (PIB)—, tras incluir las últimas adquisiciones de bienes inmuebles por parte de la Sociedad de Gestión de Activos procedentes de la Reconstrucción Bancaria (SAREB).

			Antoni Garrido, catedrático de la Universidad de Barcelona, especializado en economía bancaria, ha calculado que los recursos empleados en la actual crisis son ocho veces mayores que los utilizados en todos los episodios de las crisis financieras que se registraron entre 1978 y 2004 y que ascendieron a 22.118 millones en euros de 2011. Un facturón.

		

	
		
			Introducción

			Pero, ¿qué es un banco?

			¿Qué es un banco? Todos somos clientes de al menos uno, y sin embargo la prolífica complejidad de este tipo de negocio ha provocado un cierto alejamiento del mismo respecto a la ciudadanía. ¿Qué es un banco? ¿Y una caja? ¿Qué diferencia hay entre un banco de inversión y uno comercial? ¿Tienen realmente guardado en un lugar físico identificable el dinero que tan confiadamente les entregamos? ¿Tienen la capacidad de fabricar dinero de la nada? ¿Los gobiernos prefieren rescatarlos a ellos antes que a los ciudadanos de a pie? Son muchos más los interrogantes, los sobreentendidos y las medias verdades que rodean a estas instituciones financieras centenarias que las certezas y el conocimiento verdadero; porque lo cierto es que los bancos suelen resultar al ciudadano entidades opacas, frías (cuando no antipáticas), alejadas de la gente común y ciertamente complejas. Lo cierto es que lo son, y en esto tiene mucho que ver también la forma en que se ha llevado y se lleva a cabo su negocio.

			Aunque se trata de un tipo de actividad financiera y mercantil que ha ido variando durante los siglos y aún hoy permanece en constante evolución, de la forma más liviana y reduccionista se podría definir a los bancos como entidades que se dedican a captar los ahorros de los individuos, las familias y las empresas (cualquiera que sea su forma) mientras a la vez son capaces de conceder préstamos y financiación para las distintas ramas de la actividad económica y social. Su negocio es en esencia lo que en economía financiera se denomina la transformación de plazos, tal y como recuerda siempre que tiene la ocasión el presidente de la Asociación Española de Banca (AEB), José María Roldán. Es decir, que los bancos son algo así como especialistas en recoger el ahorro que es capaz de generar una determinada sociedad para atesorarlo en el corto plazo, mientras en el largo plazo y con un cálculo estimado del riesgo conceden crédito a familias, empresas y administraciones, haciendo negocio con los márgenes que obtienen por este movimiento. Hasta aquí la explicación más elemental.

			Lo cierto es que a día de hoy la realidad bancaria es más compleja, mucho más compleja que una simple actividad de captación de depósitos y concesión de préstamos. Las entidades bancarias son a día de hoy instituciones capaces de extender sus actividades y prestar un abanico amplísimo de servicios que van desde todo aquello relacionado con créditos y depósitos, pasando por el asesoramiento o la promoción inmobiliaria hasta el desarrollo de software de código abierto, entre otros nichos de mercado. Así que para lograr una definición más aproximada de lo que actualmente es un banco y cómo funciona hay que introducir más elementos en la coctelera.

			Los bancos son también entidades públicas o privadas —en España casi todas ya privadas, después de la aún inacabada reestructuración iniciada tras el crack del ladrillo— que desempeñan un papel esencial en las sociedades modernas, proporcionando en teoría fiabilidad, estabilidad y certidumbre a los agentes económicos, y facilitándoles un indispensable servicio de acceso al crédito, respeto y preservación de la propiedad privada y seguridad en las transacciones. La forma societaria más habitual para un banco es la de sociedad anónima. Los accionistas aportan el capital social del banco y son los que corren con el riesgo principal del negocio si este va mal; como no podría ser tan fácil, a las simples acciones se han de sumar otros conceptos que forman el conocido como «capital regulatorio», otro tipo de pasivos que son susceptibles de servir de colchón[1] si la entidad está en problemas. El capital regulatorio, además de como herramienta del banco para absorber las pérdidas, ejerce un papel como limitador del tamaño de cada entidad: los ratios de solvencia se miden utilizando el capital regulatorio como ratio respecto al conjunto de activos con algún tipo de riesgo, por lo que para incrementar el tamaño del balance hay que incrementar la base del capital. A modo de ejemplo, si un banco X tiene una cantidad 100 de activos ponderados por riesgo, y un capital de 10, el ratio de solvencia será del 10 % (100/10).

			De forma quizás un poco metafórica, los bancos se podrían describir como un balance financiero en constante mutación y en los que activo y pasivo juegan un papel simétrico y paralelo. Por un lado, el del pasivo, las entidades se dedican a captar ahorro e inversión en forma de depósitos de la clientela, acciones, bonos convertibles y cualquier otra forma que pueda tomar. Con este pasivo, que tendrá un coste mayor o menor en función del riesgo que comporte, los bancos logran los recursos necesarios para llenar su activo mediante la compra, por ejemplo, de deuda pública, o a través de su principal labor: financiar las actividades económicas que puedan y quieran por medio de préstamos al consumo, créditos sindicados, hipotecas, líneas de circulante… Por esta actividad las entidades cobran unas comisiones y unos intereses. El margen obtenido y resultante de restar los costes del pasivo a los ingresos del activo es, de manera muy elemental, el principal negocio de los bancos tal cual los entendemos hoy en día.

			La gran característica que hace a los bancos tan especiales y polémicos es que, como hemos dicho, el pasivo está formado principalmente por el ahorro de hogares, empresas e instituciones públicas y privadas; es decir, de la sociedad en su conjunto. Esto significa que controlan recursos de los demás, de todos nosotros. Sin embargo, al otro lado, el activo se basa principalmente en la financiación de actividades llevadas a cabo por otros terceros no necesariamente relacionados con los primeros. Si las inversiones financiadas por los bancos no van bien o sufren una crisis, se deteriorarán y generarán una merma en el valor del activo. Esas mermas en el activo, inevitables, tienen su reflejo en el pasivo y, por lo tanto, lo deterioran también. ¿Afecta esto a los depósitos? En teoría no, ya que para afrontar las pérdidas de valor ya está el capital del banco. Es decir, que son los accionistas —mediante las provisiones o dotaciones por insolvencias— los que afrontan los costes de deterioro del activo. Los depósitos, por el contrario, serían los últimos en sufrir ninguna pérdida en caso de un fuerte deterioro del activo, y además cuentan con la garantía implícita del Estado a través del Fondo de Garantía de Depósitos (FGD).

			En casos de fuerte crisis económica, todos o buena parte de los activos de un país se ven golpeados por una caída de su valor. La menor actividad y las peores perspectivas de futuro provocan que las empresas y los ciudadanos, bien por miedo o por otras causas, replanteen sus decisiones de inversión, lo que actualiza a la baja los valores de la práctica totalidad de los activos (viviendas, inmuebles, salarios, acciones…). Estas situaciones críticas, temidas por los bancos como al peor de los males, conllevan la dotación de enormes provisiones sufragadas con capital o con cargo a resultados, que en función de su intensidad pueden llevarse por delante la solvencia de una o varias entidades. No todos los bancos tienen los mismos niveles de capitalización ni son igual de solventes, ni sus accionistas tienen la misma capacidad de atracción de nuevo capital. En esos casos, con el fin de proteger el bien mayor de la estabilidad financiera y la seguridad de los depósitos, a menudo ha sido necesaria la entrada del erario público en el capital de una o varias entidades. La crisis de 2011 y 2012 en España ha sido un claro ejemplo de esta política de búsqueda del mal menor.

			Conviene tenerlo claro: en un momento dado es inevitable que un banco se vea afectado por una crisis económica y/o financiera. Dependerá del acierto de sus gestores y administradores, así como de varios factores que pueden o no controlarse[2], para que esta situación de crisis pueda desembocar en la necesidad de un rescate público o, por el contrario, pueda resolverse con soluciones privadas. Como se detallará en capítulos posteriores, la Administración ha dispuesto y está desarrollando toda una batería de medidas de choque para evitar que en futuras crisis se tenga que echar mano del contribuyente a las primeras de cambio cuando una entidad financiera esté en problemas. Las ideas y las medidas puestas en marcha parecen ir todas en la buena dirección, pero no será hasta que sean puestas a prueba en la práctica cuando comprobemos que están bien diseñadas y, efectivamente, evitan que sea el ciudadano el que acaba pagando por errores de la banca en el pasado, tales como la concesión excesiva de hipotecas para la compra de vivienda, la comercialización irregular entre clientes minoristas[3] de productos de inversión arriesgados o la entrada en negocios de escasa viabilidad.

			El desarrollo de las distintas ramas del negocio bancario ha ampliado el abanico de servicios proporcionados por estas entidades a mucho (muchísimo) más que la captación de ahorro y la concesión de préstamos. Prácticamente ninguna actividad relacionada con el dinero, el capital o la riqueza es ajena a los bancos, esas instituciones que se han convertido en casi imprescindibles para actividades tan cotidianas como retirar efectivo, cobrar una nómina, pagar un recibo o efectuar una transferencia en moneda extranjera.

			En todo el mundo, y en esto España no es una excepción, la industria bancaria ha logrado desarrollar a lo largo de los años todo un catálogo de servicios de bajo, medio y alto valor añadido. Desde la emisión de tarjetas de débito hasta la operativa con moneda extranjera. Desde la gestión profesional de fondos y sociedades de inversión hasta la financiación mayorista a grandes empresas. Si en algo ha sido brillante el sector bancario, nada como la innovación y la adaptación a los distintos entornos, modas y momentos históricos. ¿Que cada vez menos clientes pisan una sucursal? Pues todas las entidades desarrollan aplicaciones móviles y centros de atención remota. ¿Que los tipos de interés se sitúan en negativo sin perspectiva cercana de que vuelvan a elevarse? Pues los bancos se lanzan a comercializar hipotecas a tipo fijo —en lugar de las de tipo variable, mayoritarias en España—. ¿Que el Banco de España no me permite ofrecer depósitos a un año por debajo de cierto tipo de interés para no iniciar una guerra comercial? Pues la industria satura el mercado de nuevo con depósitos a 13 meses.

			No es de extrañar esta capacidad constante del sector de innovar, reinventarse y tentar a la clientela con nuevos productos. Pese a los recortes y ajustes sufridos durante la crisis y la reestructuración aún no terminada, los bancos (y las antiguas cajas) emplean a cerca de 200.000 personas en España. Algunos de estos empleados (ejecutivos y altos directivos) se sitúan entre los mejor pagados de todo el país, y los salarios medios del sector son los más altos del conjunto de la economía, sólo por detrás de los trabajadores del sector energético. Según el Instituto Nacional de Estadística (INE), el coste laboral medio de un trabajador de las actividades financieras es de 4.538,9 euros, más de dos mil euros por encima del coste laboral medio del conjunto de asalariados españoles.

			Aunque el prestigio del sector bancario español se ha desplomado desde que estalló la crisis financiera de 2008, lo cierto es que en España sigue siendo uno de los polos de atracción de talento principales, amén de una industria que mantiene mucho de su glamour y exclusividad. Trabajar en banca, en según qué niveles, no sólo proporciona un medio de vida acomodado y por encima de la media, además abre puertas que en otros sectores son, sencillamente, impensables: acceso a información y contactos, influencia, elitismo, proyección profesional… La banca resultó herida tras la crisis inmobiliaria. Pero está lejos, muy lejos, de estar muerta.

			Y es que los bancos seguirán existiendo mientras sigan resultando útiles para los clientes, para aquellos que participan en el sector como trabajadores más o menos cualificados o para la sociedad en general. Y a día de hoy, a juzgar por sus cuotas de negocio, nada hace pensar que los bancos no siguen y seguirán jugando un papel relevante dentro de la economía de sociedades avanzadas como la española. Ahorro, asesoramiento, intermediación, inversión, financiación, seguridad jurídica, diversificación inversora, internacionalización… Los sectores económicos de un país como España no podrían prescindir, a día de hoy, de los servicios que presta la banca. A veces porque no hay nadie más que pueda proporcionarlos y otras veces porque llevan décadas prestándolos y sus cuotas de mercado son enormes merced a una confianza ganada durante años.

			Los tentáculos de la banca se extienden allí donde llega el dinero cualquiera que sea la forma que este tome. Hay por ello bancos comerciales cuyo foco de negocio principal va dirigido a prestar servicios bancarios más o menos diversos al público en general: tarjetas, cuentas, préstamos, letras de cambio, circulante, plazos fijos… Además, hay una banca conocida como «privada» que se dedica más a captar clientes con altos patrimonios a los que ofrecen servicios de asesoramiento financiero, fiscal y de inversión de mayor valor añadido y por los que en teoría están dispuestos a pagar un plus. Hay también otros tipos de bancos, llamados «de inversión», cuya vía de distinción reside en el asesoramiento estratégico a grandes empresas, las finanzas corporativas, el comercio internacional o la apuesta por sectores económicos que puedan resultar una oportunidad. Pese a la extensísima (casi asfixiante) regulación, caben muchas formas de negocio en el sector bancario.

			Toda esta realidad industrial, y el hecho de que la banca haya jugado y juegue un papel imprescindible en la economía, no pueden ocultar el hecho de que el sector viene sufriendo, por indudables merecimientos propios, una crisis institucional y reputacional sin precedentes. Las ingentes cantidades de dinero público destinadas a rescatar a las entidades, los escándalos judiciales y no judiciales destapados durante estos años y los fuertes lazos de este sector con el poder político, el judicial u otros ámbitos sociales también puestos en cuestión no han hecho sino minar la confianza y el respeto de la sociedad para con los bancos, los banqueros y los trabajadores bancarios, que viven desde hace una década uno de sus peores momentos de popularidad.

			En ese contexto, el negocio ha venido padeciendo en el pasado más reciente. Hace no tanto trabajar en el sector bancario era casi un símbolo de estatus, y prácticamente garantizaba la pertenencia a un colectivo privilegiado en lo material. Quizá sólo en lo material. La crisis económica, los rescates con dinero público y escándalos como los de las participaciones preferentes o las cláusulas suelo han puesto durante estos últimos años al sector financiero español más en el punto de mira que nunca.

			Las cláusulas suelo, el gran fracaso

			Durante años, los bancos en España funcionaban como una suerte de oligopolio en el que la competencia real era más bien escasa. En los años 70 del siglo pasado se hicieron célebres las comidas que organizaba cada mes el Club de los Siete Grandes, todo un cártel bancario auspiciado por el propio gobernador del Banco de España en el que las siete mayores entidades financieras del país se reunían para coordinar sus acciones y concertar precios de los tipos de interés, entre otros aspectos. Estas prácticas, estupendas para el beneficio de estos banqueros y para una mal entendida estabilidad del sistema financiero, resultaban nefastas para los ciudadanos y para la economía en su conjunto, toda vez que se traducían en la práctica en precios más altos de acceso al crédito y en peores productos y servicios.

			Incluso bien entrados los años 80 de la pasada década, y a pesar de que el número de entidades era sensiblemente más elevado que el de ahora, el sistema bancario español no estaba precisamente desarrollado y estaba muy acostumbrado a que los asuntos del sector se arreglaban dentro del sector. Este conchabeo iría cambiando, curiosamente, con la extensión territorial de las cajas de ahorros, así como con la llegada de un banquero singular contrario a las concertaciones como Emilio Botín. De aquella tradición centenaria se ha heredado una cierta tendencia, no completamente erradicada, proclive a la opacidad y a una concepción no explícita del mercado en la que los intereses y los asuntos de los bancos no son de la incumbencia de los hombres terrenales. Ese marco mental se ha ido cayendo a medida que España fue configurando su modernización y su entrada en la Unión Europea y posteriormente en la moneda única. Los consumidores, por mor de directivas comunitarias garantistas para los consumidores, otorgan derechos irrenunciables para los usuarios de las entidades financieras. Tan garantistas que, por lo general, la carga de la prueba recae sobre los bancos, que han de demostrar que los productos y servicios que colocan entre sus clientes son adecuados y se comercializaron de acuerdo con las normas de transparencia y buenas prácticas. Para aquella banca acostumbrada a hacer de su capa un sayo y a obtener normalmente lo que quería, la adaptación a este nuevo entorno mucho más exigente ha supuesto una constante fuente de escándalos y problemas legales.

			El 21 de diciembre de 2016 el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) emitía una sentencia contra la que la banca española llevaba años luchando y a la que consideraba tan sólo un riesgo remoto: los jueces de Bruselas, en contra de los argumentos de las autoridades del Estado español y del Abogado General de la UE, dictaminaban de forma definitiva la retroactividad total de las cláusulas suelo consideradas nulas por los juzgados. Es decir, que todos aquellos bancos y antiguas cajas de ahorros sentenciados por comercializar de forma abusiva o poco transparente hipotecas que incluyeran cláusulas contractuales que limitan la caída de los tipos de interés debían devolver todo lo cobrado de más a sus clientes desde el mismo momento de la firma del contrato.

			La semilla que dio origen a este escándalo se forjaría años, décadas atrás. Buena parte de las entidades financieras españolas, con el objetivo de protegerse ante futuras e hipotéticas caídas de los tipos de interés —que reducirían por tanto los ingresos y los márgenes del negocio de los préstamos—, optaban por incluir en sus contratos una cláusula que limitaba por lo bajo y a menudo también por lo alto los tipos de interés aplicables a los préstamos hipotecarios. Más allá de cómo fuera redactada, comercializada y publicitada, la cláusula en cuestión tenía una buena razón para existir. Las hipotecas con estos suelos permitían a los bancos y cajas ofrecer a su clientela tipos y diferenciales más bajos que los de los competidores que no las incluían. Es decir, que a cambio de una cierta seguridad en los ingresos de un préstamo con una vida de entre 20 y 30 años, las entidades accedían, por decirlo de alguna forma, a mejorar los intereses cobrados en un entorno de tipos más o menos normal. Y es que los suelos estaban pensados para un entorno de tipos de interés normal, de entre el 2 % y el 4 %.

			La práctica fue generalizada durante años y apenas producía ningún tipo de problema hasta que allá por 2009 la crisis financiera y económica en la zona euro llevaría al BCE a comenzar una política monetaria expansiva. Es decir, que los tipos de interés oficiales comenzaban a bajar hasta niveles de récord, impensables sólo dos años antes, con la finalidad de que los bancos tuvieran más incentivos para prestarse dinero entre ellos. Esta política ultralaxa tenía su reflejo en índices bancarios como el euríbor, utilizado en la gran mayoría de hipotecas en España. Tan agresiva había llegado a ser la estrategia de barra libre de liquidez de las autoridades monetarias de la zona euro que incluso se han puesto en marcha medidas no convencionales como los tipos de interés negativos. Esto es, que el Banco Central Europeo paga una pequeña remuneración a los bancos privados por darles dinero prestado. En sentido contrario, y también con la intención de expandir todo lo posible el crédito y la liquidez, los bancos a su vez han de pagar al BCE otro interés por dejar depositados sus excedentes en sus arcas —metafóricas, hoy en día sólo son apuntes contables en un ordenador—.

			En este contexto de radicales bajadas de tipos de interés oficiales durante buena parte de la crisis, era de esperar por tanto que las mayores facilidades financieras que recibían los bancos gracias a las políticas de Mario Draghi tuvieran su reflejo en los ciudadanos con préstamos referenciados a índices como el euríbor. Sin embargo, no era así. Para nada. Las cuotas mensuales de los hipotecados no bajaban en absoluto porque estaban en gran parte limitadas por un cepo que los bancos habían colocado en sus contratos de préstamo y de los que en muchos casos no habían advertido a sus clientes. El escándalo se iba conociendo y extendiendo, y a su vez provocando un gran número de reclamaciones judiciales, tanto por parte de afectados individuales como por parte de organizaciones de consumidores. En el otro lado del cuadrilátero se encontraban bancos y cajas, dispuestos a defender sus intereses y a recurrir cualquier sentencia contraria hasta la última instancia posible.

			La decisión del TJUE, con estos precedentes, no sólo suponía un varapalo inesperado para el sector bancario español en su conjunto, ya que debido a la sentencia tenía que destinar cerca de 4.000 millones de euros en provisiones con cargo a 2016 para cubrir todas las posibles reclamaciones. El dictamen de los jueces europeos era además todo un golpe a la credibilidad del Tribunal Supremo, que en su sentencia de mayo de 2013 y en una posterior interpretación de 2015 había limitado los efectos de la nulidad de las cláusulas sólo a partir de la fecha de esa misma sentencia, la cual sentaría jurisprudencia respecto a este producto financiero del que se han visto afectados millones de hogares en España. Tanto es así que en el mismo momento en que se conoció la sentencia europea el Gobierno y la oposición salían al paso anunciando una solución extrajudicial para todos los potenciales afectados por las cláusulas suelo. El objetivo: evitar un colapso aún mayor de los tribunales por reclamaciones relacionadas con el sector bancario. Tras semanas de negociaciones, el Ejecutivo presentaba un decreto que obliga a las entidades a informar a sus clientes de todo lo que podrían reclamar, así como a detallar las distintas opciones —tanto si le ofrecen una devolución total, como si se trata de otra propuesta—.

			Lo cierto es que a día de hoy las únicas cláusulas suelo que han sido inapelablemente calificadas como abusivas son las de entidades con sentencias firmes del Supremo: BBVA, Banco Popular, Cajamar, CajaSur (hoy Kutxabank) y Novagalicia (hoy Abanca). El resto han podido optar por soluciones individualizadas (caso de Sabadell) argumentando que sus hipotecas se han comercializado con transparencia, o por opciones globales como Bankia, que a finales de enero de 2017 anunciaba una devolución total y retroactiva para todos los clientes con cláusulas suelo, al margen de que hubieran reclamado judicialmente o no.

			Esta sentencia europea contra las cláusulas suelo de las hipotecas es una última gota que se suma a una verdadera avalancha de decisiones judiciales —y administrativas— contrarias a los intereses de los bancos, tanto en España como en la zona euro y Estados Unidos, y que han costado miles de millones de euros a los mismos. Los abusos, los escándalos y las malas prácticas han sido, si no generalizadas, sí alarmantemente frecuentes, lo que ha llevado al sector bancario a sufrir un descrédito y una falta de prestigio impensables hace una década. Es injusto meter a todos en el mismo saco, pero escándalos como los de las cláusulas suelo, las participaciones preferentes, la manipulación de Líbor y el euríbor o las hipotecas subprime, por citar sólo algunos de los más célebres, han desatado una esperable indignación entre los ciudadanos, que por lo general perciben el sector como un conjunto de élites conspirando y tratando de engañar a la mayoría de la población. Las sentencias judiciales son sólo uno de los síntomas que presenta el sector bancario y que parecen evidenciar una crisis mucho mayor, más profunda y de más calado.

			Un sector golpeado

			De forma análoga a como ha ocurrido con la prensa escrita —un sector productivo cuyo modelo de negocio en España también ha saltado por los aires a raíz de la crisis económica— las milmillonarias pérdidas acumuladas y los pobres resultados económicos provocados por el desplome de la coyuntura nacional han disimulado, al menos en un primer momento, problemas estructurales de origen más profundo. Ambos sectores, prensa y banca, están sufriendo una demoledora pérdida de confianza y prestigio por parte de la ciudadanía. Y ambas industrias se están viendo atacadas en sus modelos de negocio por la emergencia de nuevas tecnologías y nuevos competidores —no precisamente bancos ni periódicos— que han puesto en cuestión incluso el futuro de estos modelos con siglos de antigüedad.

			Si en el caso de los periódicos son las relativas gratuidad y falta de control de internet y las redes sociales dos de los problemas que más preocupan a los responsables, en el caso de los bancos los principales desafíos que ha de afrontar el sector están relacionados más con la emergencia de nuevos competidores y players aupados por las nuevas tecnologías y procedentes de sectores no necesariamente relacionados con las finanzas. Hoy el término fintech todavía está reducido a ámbitos especializados, pero es cuestión de muy poco tiempo —está sucediendo ya, de hecho— que las nuevas tecnologías remodelen la forma en que conocemos y nos manejamos con las finanzas. Por un lado, los propios bancos están acelerando la adopción e innovación relacionadas con estas tecnologías. Y por otro, grandes empresas tecnológicas como Apple, Facebook o Google —por poner tres ejemplos— están explorando y encaminándose a competir en el complejo mundo de las finanzas.

			En 2018 se ha aprobado la nueva directiva de medios de pago, conocida popularmente como PSD2. Entre las novedades que trae esta normativa comunitaria está la obligación de los bancos de aportar a terceros —sean bancos u empresas fintech— los datos personales y de movimiento de cuentas de aquellos clientes que hayan dado su consentimiento expreso para facilitarlos. Es decir, que en la práctica las empresas que consigan el consentimiento y la confianza de sus clientes podrán acceder a ingentes cantidades de información de los mismos. Al margen del volumen agregado, que se podrá maximizar con el uso de nuevas herramientas como el machine learning[4] o el big data[5], las entidades dispondrán gracias a esta nueva norma de una capacidad sin precedentes para conocer los gastos, situación patrimonial y usos y costumbres de sus clientes. Los expertos anticipan una auténtica revolución en este sentido, ya que se reactivará la competencia entre bancos y a la vez estos tendrán un incentivo mayor que nunca para atraer a clientes con productos y servicios prácticamente personalizados.

			Los bancos confían en su experiencia y conocimiento y saben que ni mucho menos ha llegado la muerte del sector. Todavía no hay alternativa a los depósitos garantizados por un banco, ni existen hoy por hoy opciones mejores que las hipotecas bancarias para aquellos particulares que quieran adquirir una vivienda. Todos (industria, analistas, usuarios…) saben que tarde o temprano sucederán cambios disruptivos. Como ya ocurriera con la venta de libros, de música, de películas o de tantos otros sectores, parece claro que las nuevas tecnologías darán más pronto que tarde con una solución que revolucione la banca. Lo verdaderamente complicado no es saber si esto ocurrirá, sino cuándo y mediante qué solución (o soluciones) concreta(s).

			El problema a medio y largo plazo para el sector bancario es que las grandes tecnológicas no aspiran todavía a quedarse con todo el pastel bancario, sino que se conforman con darle bocados cada vez más grandes al mismo. Existe toda una serie de servicios y productos del sector financiero en el que estos gigantes de las nuevas tecnologías están convencidos de que pueden presentar batalla aprovechando su privilegiado acceso a datos masivos (big data) y clientelas potencialmente millonarias, la falta de regulación en las finanzas no bancarias y su capacidad innovadora. No es ciencia ficción imaginar que el mismo buscador de internet con el que miras los mejores precios para tus vacaciones sea capaz de ofrecerte un préstamo al consumo para pagártelas. Ya estamos viendo desde hace años una proliferación cada vez mayor de soluciones no relacionadas con los bancos: medios de pago a través del móvil, monederos electrónicos, o herramientas y aplicaciones de asesoría financiera por poner sólo un puñado de ejemplos.

			Los tipos de interés próximos a cero que desde hace casi una década se han impuesto en las economías desarrolladas están permitiendo a los hogares y a las empresas acometer un necesario proceso de desendeudamiento en condiciones más ventajosas. Sin embargo, esta misma política monetaria ultralaxa está presionando las cuentas de resultados de los bancos hasta límites no conocidos. El negocio tradicional de los bancos es captar pasivo para poder conceder créditos. Pero este modelo está viéndose sometido a unas paradojas sin precedentes en la medida en que las decisiones de organismos como el Banco Central Europeo o la Reserva Federal han dado un vuelco a las lógicas financieras convencionales: ya no se paga por los depósitos, ni se cobra por conceder financiación. El negocio tradicional ha implosionado en medio de este embrollo. En el corto plazo el sector, fuertemente aprovisionado y (por tanto) con todo tipo de plusvalías latentes[6] en sus balances, ha venido aguantando el tipo, pero tanto las autoridades como los grandes responsables del sector ya apuntan a una nueva vuelta de tuerca y una oleada adicional de fusiones como forma de aumentar la eficiencia y preservar la rentabilidad de los bancos.

			El número de entidades no ha dejado de reducirse desde el inicio de la crisis —en España ya son poco más de una decena de entidades, de las que sólo quedan cinco grandes— y avanzar en una todavía mayor consolidación podría poner en peligro valores tan importantes para la sociedad como la competencia —¿a partir de cuántos bancos hablamos de un oligopolio?— y la inclusión financieras. La situación del negocio de los bancos es delicada, pero al margen del aspecto meramente industrial las autoridades han de velar por otros aspectos tanto o más importantes que la rentabilidad.

			En paralelo a la crisis de modelo de negocio que afronta la banca, tanto en España como en el resto del mundo desarrollado, la crisis económica, los desahucios, los cierres de oficinas, los despidos, y los escándalos financieros emergidos durante los últimos años han catalizado en una caída brusca del prestigio y una crisis reputacional sin precedentes para el sector. Los banqueros y los bancos siempre han padecido un relativo estigma frente a otros sectores debido a sus privilegios, su opacidad o su cercanía al poder, entre otros factores. Pero este desprestigio de fondo se ha disparado en los últimos años hasta el punto en el que hemos visto banqueros zarandeados, insultados, amenazados y que hasta se han quitado la vida.

			Al margen de los desafíos que afronta la banca por la emergencia de nuevos competidores y por la pérdida de prestigio, otro de los mayores problemas que a corto plazo preocupa al sector es la creciente, inmensa, kilométrica regulación surgida a raíz de la crisis de 2008. Las autoridades resolvieron que el origen de la mayoría de los problemas desencadenados en la última década estaba en la falta de una regulación y unas normas adecuadas. El experimento de dejar que los propios bancos y entidades financieras se regularan de por sí —bajo la creencia de que el mercado libre y la información perfecta permitirían asignar los riesgos correctamente— se demostró profundamente erróneo cuando se desató la crisis de las hipotecas subprime en Estados Unidos, y todo el mercado y los ciudadanos pudieron descubrir que los grandes bancos estadounidenses habían estado llenando sus balances y los de inversores de todo el mundo con productos complejos, opacos y sobrevalorados que estaban garantizados por activos basura.

			El sector bancario en España y Europa, dicen los expertos, acumuló también excesivos desequilibrios porque la normativa no era lo suficientemente eficaz, y porque la supervisión no era capaz de detectar esos errores larvados ni existían esquemas de incentivos apropiados para que el mismo sector se autorregulara de una manera más sostenible. Como respuesta a este análisis, los legisladores y las autoridades han desatado una auténtica oleada regulatoria sobre los bancos: nuevos y más estrictos requisitos de capital, normativas más estrictas para la comercialización de productos financieros, nuevos sistemas y formatos de supervisión, reglas más severas para la contratación y el desempeño de los altos cargos. Sobre la banca europea se ha instalado una suerte de gran hermano decidido a que los errores del pasado más reciente no se repitan.

			¿Será capaz el sector bancario español de sobrevivir a todos estos desafíos? A la vista de los riesgos sistémicos que comporta una potencial caída del sistema financiero, ¿tiene sentido un mercado como el que hemos conocido hasta ahora? ¿Es posible pensar en otro tipo de banca? Espero que este libro ayude, modestamente, a aclarar algunos de estos interrogantes.
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